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                            Consejo Superior de la Judicatura 

       Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                            SOLEDAD - ATLANTICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE SOLEDAD 

SOLEDAD – VEINTITRES (23) DE ABRIL DE DOS MIL VEINTICUATRO (2024) 
 

ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 
RAD: 2024-0154 (T02-2024-00080-01) 
ACCIONANTE: SHADIA ISABEL PUELLO RIVAS 
ACCIONADO: SALUD TOTAL EPS 
 
 

ASUNTO A TRATAR 
 
Procede el despacho a resolver la impugnación presentada en contra del fallo de primera 
instancia proferido el 14 de marzo de 2024 por el JUZGADO SEGUNDO CIVIL 
MUNICIPAL DE SOLEDAD, dentro de la acción de tutela impetrada por SHADIA ISABEL 
RUELLO RIVAS, en contra de SALUD TOTAL EPS por la presunta vulneración de su 
derecho fundamental a la SALUD, VIDA DIGNA, PETICION, DEBIDO PROCESO con 
fundamento en los siguientes: 
 

HECHOS 
 
La parte accionante señala como hechos de su solicitud de amparo, los que se exponen a 
continuación: 

 

 

SIGCMA 
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PRETENSIONES 

 
Solicita la actora el amparo de los derechos fundamentales que considera vulnerados, 
ordenando a la accionada: 

 

 
 

DE LA ACTUACIÓN 
 

La acción de tutela fue admitida por el JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE 
SOLEDAD a través de auto calendado el 6 de marzo de 2024, ordenándose oficiar a la 
EPS accionada a fin de que rindiera un informe sobre los hechos de la acción de tutela. 
Asimismo, vincula al trámite a FRESENIUS MÉDICAL CARE 
 
INFORME SALUD TOTAL EPS 
YOLIMA RODRIGUEZ HINCAPIE, en calidad de representante legal, manifestó: 
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INFORME FRESENIUS MEDICAL CARE COLOMBIA S.A 
ESPERANZA MUÑOZ, en calidad de Jefe Administrativo, manifestó: 
  

 

 
 

FALLO PRIMERA INSTANCIA 
 
El JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, a través de providencia del 
14 de marzo de 2024, resolvió conceder el amparo al quedar acreditado que la accionante 
ni sus familiares cercanos tienen los recursos económicos suficientes para pagar el valor 
del traslado y que de no efectuarse la remisión se pone en riesgo la dignidad, la vida, la 
integridad física o el estado de salud del usuario. 
 

DE LA IMPUGNACIÓN 
 

Inconforme con la decisión del a quo, la parte accionada, presentó impugnación bajo los 
argumentos que se exponen así: 
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PROBLEMA JURÍDICO 
 
De conformidad con lo preceptuado por el actor corresponde analizar si SALUD TOTAL 
EPS ha vulnerado los derechos fundamentales invocados por SHADIA ISABEL PUELLO 
RIVAS, con ocasión de la solicitud de transporte para la asistencia del menor a las 

terapias ordenadas por le medico tratante   
 

NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 
 
El marco constitucional está conformado por el artículo 23  y 86 de la Constitución Política 
Decreto 2591 de 1991, Decreto 1382 de 2000 Sentencias T- 661-2008, T- 798-2007, T- 
787-2004, T- 881 -2002, T- 1082-2001, T -1025- 2007, T 161 – 2011, T- 146-2012, T- 047-
2013, T- 183- 2013,  T – 149-2013, T-239-2013, T-253-2014,  T-095-2015, T – 138 – 
2017, T 155 – 2017 entre otras.  
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CONSIDERACIONES 
 
El Constituyente del 1991, se preocupó por consagrar no sólo una completa declaración 
de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz protección. 
 
Fue así como el Texto Constitucional, incorporó por vez primera en el ordenamiento 
jurídico colombiano, las llamadas acciones constitucionales. Entre éstas, se encuentra la 
acción de tutela, mecanismo que protege los derechos fundamentales, cuando éstos 
resulten amenazados o vulnerados, por cualquier autoridad pública y por los particulares, 
éstos últimos en los precisos casos señalados en la ley. 
 
A continuación, se realizará un estudio de los derechos fundamentales respecto de los 
cuales se solicita el amparo por parte de la actora: 
 
EL DERECHO A LA VIDA: Consagrado en el artículo 11 de nuestro Estatuto 
Constitucional al señalarlo como un derecho inviolable, siendo este fundamental, de 
exigente aplicación. Es el soporte sobre el cual se desarrollan los demás derechos y su 
efectiva protección corresponde a la plena vigencia de los fines del Estado Social de 
Derecho, constituyendo así una responsabilidad esencial. Es obligación primaria de las 
autoridades la de proteger a todas las personas residentes en Colombia en sus vidas y en 
sus demás derechos, entre ellos el de la integridad personal, tal como lo proclama el 
artículo 2º de la Constitución.    
       
EL DERECHO A LA SALUD Y SEGURIDAD SOCIAL: Señalado en el Art. 49 de la 
Constitucional Política. La salud es un derecho constitucional fundamental, no solamente, 
por guardar estrecha relación con los derechos a la vida, la integridad personal y la 
Dignidad humana. A partir de la sentencia T – 960 de 2008 la Corte Constitucional le dio 
ese carácter como derecho autónomo. 
 
El reconocimiento de la salud como derecho fundamental se halla en consonancia con la 
evolución de su protección en el ámbito internacional. 
 

CASO CONCRETO 
 

En  el  presente  caso  se  entrará  a  verificar  la  presunta  trasgresión  de  los  derechos 
fundamentales  invocados por SHADIA ISABEL PUELLO RIVAS, presuntamente 
vulnerados  por SALUD TOTAL EPS  al  no  proceder  a  cubrir  el  costo de  transporte 
para acudir a las hemodiálisis los días lunes, miércoles y Viernes, las cuales son 
realizadas en Barranquilla y reside en el Municipio de Soledad. 

Señala la actora que padece diagnostico DIAGNOSTICOS DE ENFERMEDAD RENAL 
CRONICA ESTADIO 5 EN HEMODIALISIS (2017), HIPERTENSIÓN ARTERIAL NO 
CONTROLADA (2017), ALERGIA A LOS AINES, INSUFICIENCIA CARDIACA CON FEVI 
A CLASIFICAR ANTECEDENTES QUIRURGICOS, FAV RADIOCEFALICO MEDIAL 
IZQUIERDO. (31/07/20). 

Que debido a las hemodiálisis ordenadas debe desplazarse desde el Municipio de 
Soledad hasta la ciudad de Barranquilla en transporte público ya que no cuenta con 
recursos para acudir en taxi, lo anterior debido a que no labora ya que cuenta con  
69.45% de perdida de capacidad laboral. Que actualmente vive con su padre pero que no 
cuenta con los recursos ya que además tiene una hermana menor. Además, pone de 
presente que se encuentra en categoría A2 del Sisbén. 

De las pruebas arrimadas al plenario, se evidencia que la actora por su estado de salud 
se encuentra en un estado de indefensión que  requiere  de  la  intervención  del  estado, 
situación  que  le hacen  sujeto  de  doble protección constitucional.  
 
Pues bien, la Corte Constitucional ha establecido que la acción de tutela es un medio 
judicial procedente, eficaz e idóneo para exigir judicialmente el respeto al derecho a la 
salud, especialmente frente a grupos de población que se hallen en circunstancias de 
debilidad manifiesta (inciso final art.13 Const.), entre los que están los niños y niñas, las 
personas de avanzada edad y quienes se encuentren en condición de discapacidad. De 
tal manera ha expresado: 
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“El criterio anterior ha sido complementado y precisado por la propia jurisprudencia, en el 
sentido de señalar que, tratándose de personas que por sus condiciones de debilidad 
manifiesta son sujeto de especial protección por parte del Estado, como es el caso de los 
niños, los discapacitados y los adultos mayores (C.P.arts.13,46y47), la salud tiene el 
alcance de un derecho fundamental autónomo, sin que surja la necesidad de demostrar 
conexidad alguna con otros derechos de tal rango, para efectos de disponer su protección 
constitucional a través de la acción de tutela.” 
 
El a quo en fallo de primera instancia resolvió conceder el amparo al quedar acreditado 
diagnostico que padece la actora, y la necesidad de las hemodiálisis para el tratamiento 
de su enfermedad, sumado a que no cuenta con los recursos para sufragar los gastos de 
transporte para acudir tres veces por semana. 
 
Inconforme con lo anterior la parte accionada impugna el fallo asegurando que no ha 
vulnerado los derechos dela actora por cuanto ha prestado los servicios que ha requerido, 
que el transporte no constituye un servicio de salud y no existe orden medica que lo 
prescriba.  

La Corte Constitucional en Sentencia T-459/22, dispuso: 

“En términos generales, además de la clasificación sobre los tres mecanismos que 
componen el Plan de Beneficios en Salud (individual, colectivo y de exclusiones), este se 
encuentra conformado por dos tipos diferentes de prestaciones: los servicios de salud y 
los mecanismos para su acceso. Los primeros están dirigidos a brindar una atención 
directa a la salud de la persona, ya sea mediante el proceso de prevención, diagnóstico o 
tratamiento de la enfermedad, mientras que los segundos no son propiamente servicios 
de salud como tratamientos, medicamentos o exámenes, sino que corresponden a medios 
a través de los cuales se puede acceder a estos. Dentro de este último grupo, se 
encuentra el transporte como un medio para acceder a los servicios de salud que, en 
consecuencia, está directamente relacionado con los principios de accesibilidad, 
integridad y continuidad que rigen el sistema de salud. 

La inclusión del servicio de transporte o de cualquier otra prestación dentro del PBS 
depende de la categoría que le haya asignado el Ministerio de Salud y Protección Social 
en la respetiva Resolución que, anualmente, regula las prestaciones del Plan de 
Beneficios en Salud (PBS). Con todo, es importante diferenciar los dos tipos de transporte 
que puede necesitar un paciente, a saber: transporte intermunicipal (traslado entre 
municipios) y transporte intramunicipal (traslados dentro del mismo municipio, también 
conocido como intraurbano) y sumado a ello, se debe tener en cuenta que, en algunas 
ocasiones, este servicio se solicita en conjunto con el reconocimiento de un acompañante 
para el paciente que será destinatario de los tratamientos o servicios prescritos. 

Este último punto también ha sido tratado por la jurisprudencia constitucional, 
concluyéndose que, aunque en principio, el PBS no contempla el servicio de transporte 
para un acompañante, esta prestación solo puede ser concedida cuando se corrobore que 
el paciente “(i) dependa totalmente de un tercero para su movilización, (ii) necesite de 
cuidado permanente para garantizar su integridad física y el ejercicio adecuado de sus 
labores cotidianas y, (iii) ni el paciente ni su familia cuenten con los recursos económicos 
para cubrir el transporte del tercero.” 

A juicio del Despacho y de conformidad con jurisprudencia de la Corte Constitucional, 
resulta viable conceder el reconocimiento de los gastos correspondientes a transporte de 
la actora SHADIA ISABEL PUELLO RIVAS para acudir a las hemodiálisis que resultan 
necesarios para acceder al servicio que requiere con urgencia e imperiosa necesidad, 
máxime cuando pone de presente que no cuenta con los recursos necesarios para poder 
desplazarse del municipio de Soledad a la ciudad de Barranquilla donde fueron 
autorizadas las hemodiálisis sumado a que no labora por perdida de capacidad laboral, 
por lo que resulta difícil  disponer  del dinero para sufragar el gasto de transporte 
particular, lo anterior manifestado bajo la gravedad del juramento en escrito de tutela, 
situación  que  no    fue desvirtuada  por  parte  de  la  accionada, al respecto tenemos 
que la Jurisprudencia señala, casos en los que“(i) ni el paciente ni sus familiares cercanos 
tienen los recursos económicos suficientes para pagar el valor del traslado y(ii) de no 
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efectuarse la remisión se pone en riesgo la vida, la integridad física o el estado de salud 
del usuario." 
 
De conformidad con lo anteriormente expuesto, teniendo en cuenta  los diagnósticos que 
padece la actora y, considerando a su vez que el auxilio de transporte en condiciones  
dignas  resulta  necesario  teniendo  en  cuenta  los  padecimientos  de  salud que  
padece , se confirmará el  fallo  de  primera  instancia,  a  fin  de garantizar a la actora la 
continuidad del tratamiento que debe recibir, en atención a que los gastos de traslados se 
convierten  en un barrera para ello dadas las circunstancias económicas  de  la familia 
puestas en la presente acción. 
 
A partir  de  las  circunstancias  fácticas  y  jurídicas  que dieron  lugar al  ejercicio  de  la  
presente  acción,  tomando  en  cuenta  la  jurisprudencia previamente  enunciada,  y  las  
consideraciones  particulares  de  la  situación  puesta  en conocimiento  de  esta  agencia  
judicial,  resulta procedente confirmar el fallo de primera instancia de fecha 14 de marzo 
de 2024. 
 
EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO Y POR MANDATO 

DE LA CONSTITUCIÓN Y LA LEY. 

RESUELVE 
 
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de primera instancia proferido el 14 de marzo de 2024 
por el JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD,  al interior  de  la  acción  
de  tutela  impetrada por  SHADIA ISABEL PUELLO RIVAS en  contra  de  SALUD 
TOTAL EPS de  conformidad  con  lo  expuesto  en  la parte motiva de este proveído. 
 
SEGUNDO: Notificar ésta providencia a las partes, al a quo, así como al señor Defensor 
del Pueblo de la Ciudad, por el medio más expedito y eficaz. 
 
TERCERO: En   su   oportunidad   remítase   el   expediente   a   la   Honorable   corte 
constitucional para su eventual revisión, según lo dispuesto en el decreto 2591 de 1.991. 
 

 

NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE PRESENTA LA 

PAGINA DE FIRMA DIGITAL 

 
 

 


